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“Año del Fortalecimiento de la Soberanía Nacional” 
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   Director de la Dirección de Políticas y Normas 
 
   Héctor FERRER TAFUR 
   Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica   
    
ASUNTO: Opinión sobre Proyecto de Ley N.° 1312/2021-CR, “Proyecto de Ley 

que modifica la Ley N.° 29571, Código de Protección y Defensa del 
Consumidor”. 

 
REFERENCIA: Oficio PO N.° 182-2021-2022/CODECO-CR 
  
FECHA: 18 de marzo de 2022 
 

 
I. ANTECEDENTE 
 

Mediante Oficio PO N.°182-2021-2022/CODECO-CR 1  (en adelante, el Oficio) la 
Comisión de Defensa del Consumidor y Organismos Reguladores de los Servicios 
Públicos del Congreso de la República solicita a la Superintendencia Nacional de 
Servicios de Saneamiento (Sunass) opinión técnica respecto del Proyecto de Ley N.° 
1312/2021-CR, “Proyecto de Ley que modifica la Ley N.° 29571, Código de Protección 
y Defensa del Consumidor” (en adelante, Proyecto de Ley). 

 
 
II. OBJETO DEL INFORME 

 
El presente informe tiene por objeto emitir opinión técnica sobre el Proyecto de Ley de 
acuerdo con las competencias de la Sunass. 

 
III. BASE LEGAL 

 

• Ley N.° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo (en adelante, LOPE).  
 

• Ley N.° 27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores de la Inversión Privada en 
los Servicios Públicos (en adelante, LMOR). 

 

• Ley N.º 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor (en adelante, CPDC). 
 
 

 

1 Recibido el 22 de febrero de 2022, a través de la mesa de partes virtual. 
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• Decreto Legislativo N.° 1280, Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios 
de Saneamiento (en adelante, Ley Marco). 

 

• Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N.° 1280, Ley Marco de la Gestión y 
Prestación de los Servicios de Saneamiento, aprobado por Decreto Supremo N.° 005-
2020-VIVIENDA (en adelante, TUO de la Ley Marco). 

 

• Reglamento de la Ley Marco de los Organismos Reguladores de la Inversión Privada 
en los Servicios Públicos, aprobado por Decreto Supremo N.° 042-2005-PCM (en 
adelante, Reglamento de LMOR). 

 

• Reglamento General de la Sunass, aprobado por Decreto Supremo N.° 017-2001-
PCM, y modificatorias (en adelante, Reglamento de la Sunass). 

 

• Texto Único Ordenado del Reglamento del Decreto Legislativo N.° 1280, aprobado 
por Decreto Supremo N.° 016-2021-VIVIENDA, (en adelante, TUO del Reglamento de 
la Ley Marco). 

 

• Reglamento de Calidad de la Prestación de los servicios de saneamiento, aprobado 
por Resolución de Consejo Directivo N.° 011-2007-SUNASS-CD, (en adelante, 
Reglamento de Calidad). 

 

• Reglamento General de Reclamos de Usuarios de Servicios de Saneamiento, 
aprobado por Resolución de Consejo Directivo N.° 066-2006-SUNASS-CD (en 
adelante, Reglamento de Reclamos). 

 
IV. ANÁLISIS 

 
4.1. De las competencias de la Sunass 
 
4.1.1. Conforme lo establecido en el artículo 7 de la Ley Marco, la Sunass es el organismo 

regulador de los servicios de saneamiento de alcance nacional, el cual contribuye a la 
calidad de la prestación de estos en los ámbitos urbano y rural, cautelando de forma 
imparcial y objetiva los intereses de los usuarios, prestadores de servicios y el Estado. 
 

Artículo 7.- Competencias de la Superintendencia Nacional de Servicios 
de Saneamiento 
La Superintendencia Nacional de Servicios de Saneamiento - Sunass, en su 
condición de organismo regulador, le corresponde garantizar a los usuarios la 
prestación de los servicios de saneamiento en el ámbito urbano y rural, en 
condiciones de calidad, contribuyendo a la salud de la población y a la 
preservación del ambiente, para lo cual ejerce las funciones establecidas en 
la Ley Nº 27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores de la Inversión 
Privada en los Servicios Públicos, la presente Ley, su Reglamento y las 
normas sectoriales. 
 

4.1.2. En este sentido, las opiniones al Proyecto de Ley en el presente informe se 
enmarcarán en las competencias de la Sunass, es decir, a las referidas a la regulación 
de los servicios de saneamiento.  
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4.2. Análisis y opinión  
 
 

CUESTIÓN PREVIA: SOBRE LA JUSTIFICACIÓN DE LA EXISTENCIA DE LOS 
ORGANISMOS REGULADORES  

 
4.2.1. Los mercados de servicios públicos –dentro de los cuales están los servicios de 

saneamiento –presentan características de monopolio natural que ameritan su 
regulación. En dichos mercados, el costo medio de proveer los servicios decrece 
conforme se incrementa la producción de estos, lo cual justifica que su provisión se 
encuentre concentrada en una sola empresa; ese el motivo por el cual es más eficiente 
la existencia de un solo proveedor del servicio. 
 

4.2.2. En ese contexto, el OR tiene un rol central en la interacción existente entre los tres 
agentes participantes en el mercado: Estado, empresa y usuarios. La función del OR 
es procurar el equilibrio entre los objetivos de estos agentes económicos, que muchas 
veces se contraponen (ver Figura N.° 1). En virtud de ello, el artículo 14 del 
Reglamento de la Sunass establece que esta lleva a cabo sus funciones “cautelando 
de forma imparcial y objetiva los intereses del Estado, de los inversionistas y del 
usuario”2. 

 
 

Figura 1 

 
 
 

CUESTIÓN PREVIA: RESPECTO A LAS COMPETENCIAS NORMATIVAS DE LAS 
ENTIDADES PÙBLICAS CON RELACION A LA PROTECCIÒN DEL CONSUMIDOR 

 
4.2.3. El artículo 58 de la Constitución Política señala que: 

 

“Artículo 58.- Economía Social de Mercado 

La iniciativa privada es libre. Se ejerce en una economía social de mercado. 

Bajo este régimen, el Estado orienta el desarrollo del país, y actúa 

principalmente en las áreas de promoción de empleo, salud, educación, 

seguridad, servicios públicos e infraestructura” 

(subrayado agregado) 

 

2   Reglamento de la SUNASS 
“Artículo 14.- Objetivo General de la SUNASS. 
 La SUNASS tiene por objetivo general normar, regular, supervisar y fiscalizar, dentro del ámbito de su competencia, la 
PRESTACION DE SERVICIOS DE SANEAMIENTO, cautelando en forma imparcial y objetiva los intereses del Estado, 
de los inversionistas y del USUARIO”. 
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4.2.4. Al respecto, el Tribunal Constitucional3, en su calidad de supremo intérprete de la 
Constitución Política, ha mencionado que el principio de economía social de 
mercado tiene tres dimensiones: 
 

a) Como mecanismo para establecer legítimamente algunas restricciones a la 

actividad de los privados. 

 
b) Como cláusula que permite optimizar el principio de solidaridad, corrigiendo 

las posibles deformaciones que pueda producir el mercado, permitiendo la 

adopción de mecanismos que permitan al Estado cumplir con las políticas 

sociales que procuren el bienestar de todos los ciudadanos. 

  
c)  Como fórmula de promoción del uso sostenible de los recursos naturales 

para garantizar un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida. 

 

4.2.5. Asimismo, el artículo 61 de la Constitución Política prescribe que “El Estado facilita 
y vigila la libre competencia. Combate toda práctica que la limite y el abuso de 
posiciones dominantes o monopólicas. Ninguna ley ni concertación puede autorizar 
ni establecer monopolios”. 

 
4.2.6. De otro lado, el artículo 65 de la Constitución Política indica que “El Estado defiende 

el interés de los consumidores y usuarios. Para tal efecto garantiza el derecho a la 
información sobre los bienes y servicios que se encuentran a su disposición en el 
mercado”. 

 
4.2.7. Como se aprecia la Constitución Política establece como regla general la libre 

competencia, sin embargo, también reconoce la existencia de posibles 
deformaciones o alteraciones del mercado que se traducen en un desmedro en los 
derechos e intereses de los consumidores y usuarios, por lo que autoriza al Estado 
la adopción de instrumentos y mecanismos para limitar la actividad de los agentes 
económicos y así cautelar a los consumidores. 

 
4.2.8. Bajo este contexto y a fin de cumplir con los citados mandatos constitucionales, el 

Estado ha creado dos organismos especializados como el Instituto Nacional de 
Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual (en adelante Indecopi) y 
los organismos reguladores de los servicios públicos (en adelante OR). 

 
4.2.9. Es importante resaltar que cada uno de estos organismos tiene ámbitos de acción 

distintos en función de la falta o no de competencia en los mercados.  
 

4.2.10. Así, los OR intervienen en los mercados de servicios públicos - dentro de los cuales 
se encuentran los servicios de saneamiento – que presentan condiciones de 
monopolio natural que se genera en un entorno de ausencia de competencia y que 
requieren para su desarrollo la utilización de redes de infraestructura. En este caso, 
es más eficiente para la sociedad, en términos de costos, que una sola empresa 
brinde el servicio en lugar de dos o más.  

 

4.2.11. Sin embargo, puede darse el caso que el único productor del servicio abuse de su 
posición privilegiada con el fin de maximizar sus ganancias ya sea a través de la 

 

3 Sentencia del Tribunal Constitucional n.º 00048-2004-AI/TC, fundamento 16. 
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elevación de las tarifas o disminuyendo la calidad del servicio, lo cual afecta 
directamente a los usuarios. 

 

4.2.12. Es por tal motivo que resulta indispensable contar con los OR para intervenir en los 
mercados de servicios públicos y revertir ese tipo de situaciones, mediante la fijación 
de las tarifas y la fiscalización de la calidad y condiciones del servicio. 

 
4.2.13. Sobre la base de esta realidad económica, el artículo 32 de la LOPE –norma que 

establece la organización, competencias y funciones del Poder Ejecutivo, así como 
la naturaleza jurídica y requisitos de creación de las entidades públicas– señala que 
los OR se crean para actuar en ámbitos especializados de regulación de mercados 
o funcionamiento de mercados no regulados, asegurando cobertura de atención en 
todo el territorio nacional. 

 

4.2.14. Asimismo, indica que los OR, dentro de sus ámbitos de competencia, ejercen las 
funciones: reguladora, supervisora, normativa, fiscalizadora y sancionadora, 
solución de controversias y solución de los reclamos de los servicios públicos; 
además de defender el interés de los usuarios con arreglo a la Constitución Política 
y la ley. 

 

4.2.15. En cambio, el Indecopi actúa de forma transversal en los mercados económicos 
donde es factible la competencia. Sus principales funciones son defender la libre y 
leal competencia, ii) corregir las distorsiones en el mercado, iii) proteger los derechos 
de los consumidores y iv) protección de los derechos de propiedad intelectual, según 
el Decreto Legislativo N.º 1033, Decreto Legislativo que aprobó la ley de 
organización y funciones del Indecopi. 

 

4.2.16. Por consiguiente, podemos afirmar que cuando estemos ante mercados 
competitivos la responsabilidad de tutelar los derechos de los consumidores recae 
en el Indecopi; empero, cuando estemos ante mercados de servicios públicos 
regulados esta responsabilidad recae en los OR.  

 

4.2.17. Bajo esta premisa y en irrestricto respeto del marco constitucional y el diseño 
institucional creado bajo el principio de economía social de mercado, el CPDC 
establece lo siguiente: 
 

“Artículo 63.- Regulación de los servicios públicos 

La protección al usuario de los servicios públicos regulados por los 

organismos reguladores a que hace referencia la Ley núm. 27332, Ley Marco 

de los Organismos Reguladores de la Inversión Privada en los Servicios 

Públicos, se rige por las disposiciones del presente Código en lo que resulte 

pertinente y por la regulación sectorial correspondiente. La regulación 

sectorial desarrolla en sus normas reglamentarias los principios de 

protección establecidos en el presente Código. El ente encargado de velar 

por su cumplimiento es el organismo regulador respectivo. 

Para los efectos del cumplimiento de la finalidad señalada, el organismo 

regulador debe, entre otros, efectuar la permanente fiscalización de la 

medición del servicio, de las condiciones de facturación, y desarrollar sus 

facultades de sanción, cuando corresponda.” 

 (resaltado y subrayado agregado) 
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4.2.18. De lo anterior se advierte que el CPDC reconoce a los OR como las únicas 
autoridades responsables de la protección de los derechos de los consumidores de 
los servicios públicos regulados.  

 

4.2.19. Por tal razón, el CPDC señala que la relación de consumo entre los usuarios de los 
servicios públicos regulados y los prestadores de dichos servicios se rige por la 
regulación sectorial correspondiente (la cual debe incorporar los principios de 
protección del mencionado código), precisando además que las disposiciones del 
CPDC se aplicarán en lo que resulte pertinente. Es decir, por el principio de 
especialidad normativa, la regulación sectorial (norma especial) primará sobre 
las normas del CPDC (norma general) y estas últimas se aplicarán de forma 
suplementaria y en tanto no colisionen con las primeras. 

 

4.2.20. Es importante subrayar que la protección a los usuarios de los servicios públicos 
regulados surge como una consecuencia del adecuado y efectivo ejercicio de las 
funciones que los OR tienen asignadas, tal como lo admite el CPDC al mencionar 
que para la cumplir la finalidad de defender a los usuarios, los OR deben, entre otras 
funciones, efectuar la permanente fiscalización de la medición del servicio, de las 
condiciones de facturación, y desarrollar sus facultades de sanción, cuando 
corresponda. 
 

4.2.21. Teniendo en cuenta las consideraciones expuestas precedentemente se procederá 
a analizar el Proyecto de Ley. 

 

EL PROYECTO DE LEY VULNERA FUNCION NORMATIVA DE LA SUNASS AL REGULAR 
ASPECTOS BAJO SU COMPETENCIA 

 
4.2.22. El artículo 2 del Proyecto de Ley propone la incorporación de los párrafos 24.4 y 24.5 

al artículo 24 del CDPC, conforme se cita a continuación:  
 

Texto vigente Proyecto Ley 

“Artículo 24.- Servicio de atención de 

reclamos 

24.1. Sin perjuicio del derecho de los 

consumidores de iniciar las acciones 

correspondientes ante las autoridades 

competentes, los proveedores están 

obligados a atender los reclamos 

presentados por sus consumidores y dar 

respuesta a los mismos en un plazo no mayor 

a treinta (30) días calendario.  

Dicho plazo puede ser extendido por otro 

igual cuando la naturaleza del reclamo lo 

justifique, situación que es puesta en 

conocimiento del consumidor antes de la 

culminación del plazo inicial. 

24.2. En caso de que el proveedor cuente 

con una línea de atención de reclamos o con 

algún medio electrónico u otros similares 

“Artículo 24. - Servicio de atención de 
reclamos  
(…) 
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para dicha finalidad, debe asegurarse que la 

atención sea oportuna y que no se convierta 

en un obstáculo al reclamo ante la empresa. 

24.3. No puede condicionarse la atención de 

reclamos de consumidores o usuarios al 

pago previo del producto o servicio materia 

de dicho reclamo o del monto que hubiera 

motivado ello, o de cualquier otro pago”. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
24.4 En el caso de los servicios de Telefonía, 
Cable, Internet y/o cualquier servicio 
transmitido a través de una red informática, 
Electricidad, Gas, Agua y Alcantarillado, 
Pasajes Aéreos, Marítimos o Terrestres, la 
recepción de los reclamos debe de ser 
totalmente grabada o copiada, según sea la 
atención virtual o presencial, bajo 
responsabilidad del proveedor del producto o 
servido y puesta a disposición del 
consumidor, a su simple solicitud, dentro de 
las 48 horas de la realización de la misma. 
Es obligatorio que el proveedor del bien o 
servicio, en caso de atención virtual, incluya 
dentro de su página web; el link a través del 
cual el usuario o cliente realizará la solicitud 
de copia del video o del audio 
correspondiente. 
 
La indisposición del funcionamiento de la 
página WEB, y/o la ilegibilidad del video son 
de estricta responsabilidad del proveedor del 
bien o servicio. 
  
24.5 En el caso de los servicios de Telefonía, 
Cable, Internet y/o cualquier servicio 
transmitido a través de una red informática, 
Electricidad, Gas, Agua y Alcantarillado, 
Pasajes Aéreos, Marítimos o Terrestres, los 
proveedores están obligados a ofrecer al 
consumidor en forma alternativa y paralela, 
el servicio de atención de redamos a través 
de la línea telefónica o medio electrónico y 
de forma presencial y física. Los 
proveedores quedan prohibidos de recibir y 
atender los reclamos únicamente mediante 
medios telefónicos o virtuales. En el recibo 
de pago, en el ticket del bien o servicio y en 
la página web del proveedor deben de figurar 
el número de teléfono, la dirección 
electrónica y la dirección presencial y física 
en donde se atiendan los reclamos, de 
acuerdo a su localidad.” 
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4.2.23. Asimismo, propone modificar el literal e) e incorpora el literal f) al artículo 47del 
CDPC, conforme se cita a continuación:  

 
 

Texto vigente Proyecto Ley 

Artículo 47.- Protección mínima del 

contrato de consumo 

En los contratos de consumo se observa lo 

siguiente: 

a. En los contratos cuyas condiciones 

consten por escrito o en algún otro tipo de 

soporte, debe constar en forma inequívoca la 

voluntad de contratar del consumidor. Es 

responsabilidad de los proveedores 

establecer en los contratos las restricciones 

o condiciones especiales del producto o 

servicio puesto a disposición del consumidor. 

b. No pueden incluirse cláusulas o ejercerse 

prácticas que impongan obstáculos onerosos 

o desproporcionados para el ejercicio de los 

derechos reconocidos al consumidor en los 

contratos.  

c. Los consumidores tienen derecho a 

emplear los mismos mecanismos de forma, 

lugar y medios utilizados para la celebración 

de los contratos para desvincularse de estos, 

como por ejemplo la vía telefónica, cualquier 

medio electrónico u otro análogo. Esta 

facultad comprende la contratación de 

prestaciones adicionales o complementarias. 

d. En el caso de formularios contractuales, 

los caracteres de éstos deben ser 

adecuadamente legibles para los 

consumidores, no debiendo ser inferiores a 

tres (3) milímetros. La redacción y términos 

utilizados deben facilitar su comprensión por 

los consumidores. 

e. Los proveedores deben entregar a los 

usuarios copia de los contratos y demás 

documentación relacionada con dichos actos 

jurídicos cuando éstos hayan sido 

celebrados por escrito, incluidas las 

condiciones generales de la contratación. 

Los proveedores son responsables de dejar 

constancia de la entrega de los documentos 

al consumidor. En el caso de contratación 

electrónica, el proveedor es responsable de 

“Artículo 47. - Protección mínima del 
contrato de consumo   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
(…) 
e. Los proveedores deben entregar a los 
usuarios en un plazo no mayor a quince días 
hábiles contados desde la solicitud del 
usuario, copia de los contratos y demás 
documentación relacionada con dichos actos 
jurídicos cuando éstos hayan sido 
celebrados por escrito, incluidas las 
condiciones generales de la contratación. 
Los proveedores son responsables de dejar 
constancia de la entrega de los documentos 
al consumidor.  



Página 9 de 14 

 

 

 

 
4.2.24. Respecto del artículo 62 del CDPC, se propone modificar el literal h) e incorporar el 

literal i), conforme se cita a continuación:  
 

acreditar que la información fue puesta 

oportunamente a disposición del consumidor. 

No son exigibles las cláusulas, condiciones, 

estipulaciones y prácticas que infrinjan el 

presente artículo. 

f.  En el caso de contratación electrónica, el 
proveedor es responsable de acreditar que 
la información fue puesta oportunamente a 
disposición del consumidor y que este 
aceptó. No es válida la aceptación telefónica 
o virtual, que no hubiere sido realizada 
mediante un procedimiento específico, 
exclusivo y particular de aceptación y que 
este conste de más de tres pasos de 
ejecución.” 

Texto vigente Proyecto Ley 

“Artículo 62.- Métodos abusivos de 

cobranza 

A efectos de la aplicación del artículo 61, se 

prohíbe: 

a. Enviar al deudor, o a su garante, 

documentos que aparenten ser 

notificaciones o escritos judiciales.  

b. Realizar visitas o llamadas telefónicas 

entre las 20.00 horas y las 07.00 horas o los 

días sábados, domingos y feriados. 

c. Colocar o exhibir a vista del público 

carteles o escritos en el domicilio del deudor 

o del garante, o en locales diferentes de 

éstos, requiriéndole el pago de sus 

obligaciones. 

d. Ubicar a personas con carteles alusivos a 

la deuda, con vestimenta inusual o medios 

similares, en las inmediaciones del domicilio 

o del centro de trabajo del deudor, 

requiriéndole el pago de una obligación.  

e. Difundir a través de los medios de 

comunicación nóminas de deudores y 

requerimientos de pago sin mediar orden 

judicial. Lo anterior no comprende a la 

información que se proporcione a las 

centrales privadas de información de riesgos 

reguladas por ley especial, la información 

brindada a la Central de Riesgos de la 

Superintendencia de Banca, Seguros y 

Administradoras Privadas de Fondos de 

“Artículo 62. - Métodos abusivos de 
cobranza  
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4.2.25. Por otro lado, propone la modificación del artículo 65 del CDPC, conforme se detalla 

a continuación:  
 

Pensiones ni la información que por norma 

legal proporcione el Estado. 

f. Enviar comunicaciones o realizar llamadas 

a terceros ajenos a la obligación informando 

sobre la morosidad del consumidor. 

g. Enviar estados de cuenta, facturas por 

pagar y notificaciones de cobranza, sea cual 

fuera la naturaleza de estas últimas, al 

domicilio de un tercero ajeno a la relación de 

consumo, salvo que se trate de un domicilio 

contractualmente acordado o que el deudor 

haya señalado un nuevo domicilio válido.  

h. Cualquier otra modalidad análoga a lo 

señalado anteriormente”. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
(…) 
h) Realizar la cobranza de un bien o servicio 
que no haya sido contratado por escrito en el 
caso presencial y en el caso virtual, si es que 
no ha sido contratado mediante la 
aceptación telefónica o virtual, que no 
hubiere sido realizada mediante un 
procedimiento específico, exclusivo y 
particular de aceptación y que este conste de 
más de tres pasos de ejecución.  
i) Cualquier otra modalidad análoga a lo 
señalado anteriormente.” 

Texto vigente Proyecto Ley 

“Artículo 65.- Atención de reclamaciones 

Los usuarios tienen derecho a que sus 

reclamaciones vinculadas a la prestación de 

servicios públicos sean resueltas en última 

instancia administrativa por el organismo 

regulador respectivo. 

Las instancias competentes, sus facultades y 

los procedimientos que rigen su actuación 

son los establecidos en las respectivas 

disposiciones emitidas por los organismos 

reguladores. 

 

 

 

 

 

 

“Artículo 65. - Atención de Reclamaciones  
 
Los usuarios tienen derecho a que sus 
reclamaciones vinculadas a la prestación de 
servicios públicos sean resueltas en última 
instancia administrativa por el organismo 
regulador respectivo.  
 
Las instancias competentes, sus facultades 
y los procedimientos que rigen su actuación 
son los establecidos en las respectivas 
disposiciones emitidas por los organismos 
reguladores, considerando que, en el caso 
de los servicios de Telefonía, Cable, Internet 
y/o cualquier servicio transmitido a través de 
una red informática, Electricidad, Gas, Agua 
y Alcantarillado, Pasajes Aéreos, Marítimos 
o Terrestres, los proveedores están 
obligados a ofrecer al consumidor en forma 
alternativa y paralela, el servicio de atención 
a reclamos a través de la línea telefónica o 
medio electrónico y de forma presencial y 
física. Los proveedores quedan prohibidos 
de recibir y atender los reclamos solamente 
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4.2.26. Al respecto, conforme se ha señalado en las cuestiones previas, los organismos 

reguladores han sido creados para actuar en ámbitos especializados de regulación 
de mercados o para garantizar el adecuado funcionamiento de mercados no 
regulados. Entre sus principales funciones se encuentra la función normativa. 

 
4.2.27. En efecto, de conformidad con la LOPE y en concordancia con la LMOR, los OR 

tienen atribuidas, entre otras, la función normativa que comprende la facultad de 
dictar en el ámbito y en materia de sus competencias, los reglamentos, normas que 
regulen los procedimientos a su cargo, otras de carácter general y mandatos u otras 
normas de carácter particular referidas a intereses, obligaciones o derechos de las 
entidades o actividades supervisadas o de sus usuarios. Esta función comprende la 
facultad de tipificar las infracciones por incumplimiento de obligaciones establecidas 
por normas legales, normas técnicas y aquellas derivadas de los contratos de 
concesión, bajo su ámbito, así como por el incumplimiento de las disposiciones 
reguladoras y normativas dictadas por ellos mismos. 

 
4.2.28. Sin embargo, a través del Proyecto de Ley se estaría regulando aspectos relativos a 

los reclamos por la prestación de los servicios de saneamiento y a las obligaciones 
de los prestadores de servicios de saneamiento, sin tener en cuenta las 
competencias de la Sunass respecto a dicha materia. 

 

 

 

 

 

 

Sin perjuicio de ello, los prestadores de los 

servicios públicos deben implementar un 

sistema en el que deben registrarse todas las 

reclamaciones que presenten los usuarios de 

los servicios públicos. Este registro debe 

permitir hacer un seguimiento de estas desde 

su inicio hasta la emisión de la resolución 

correspondiente por parte de la empresa 

proveedora del servicio público. 

Registrada una reclamación, la empresa 

proveedora del servicio público informa al 

usuario respecto del número o código de 

registro de la misma. 

La empresa proveedora del servicio público 

debe remitir al organismo regulador 

correspondiente, periódicamente, un reporte 

de las reclamaciones presentadas, de 

acuerdo a su respectiva regulación sectorial”. 

 

mediante medios telefónicos o virtuales; y 
que está expresamente prohibido realizar la 
cobranza de un bien o servicio que no haya 
sido contratado por escrito en el caso 
presencial y en el caso virtual, si es que no 
ha sido contratado mediante la aceptación 
telefónica o virtual, que no hubiere sido 
realizada mediante un procedimiento 
específico, exclusivo y particular de 
aceptación y que este conste de más de tres 
pasos de ejecución.  
 
Sin perjuicio de ello, los prestadores de los 
servicios públicos deben implementar un 
sistema en el que deben registrarse todas las 
reclamaciones que presenten los usuarios 
de los servicios públicos. Este registro debe 
permitir hacer un seguimiento de estas 
desde su inicio hasta la emisión de la 
resolución correspondiente por parte de la 
empresa proveedora del servicio público. 
Registrada una reclamación, la empresa 
proveedora del servicio público informa al 
usuario respecto del número o código de 
registro de la misma.  
La empresa proveedora del servicio público 
debe remitir al organismo regulador 
correspondiente, periódicamente, un reporte 
de las reclamaciones presentadas, de 
acuerdo a su respectiva regulación 
sectorial.” 
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4.2.29. Cabe señalar que la normativa en materia de reclamos, esto es, el Reglamento de 

Reclamos de los Usuarios de los Servicios de Saneamiento ya establece las 
disposiciones para la presentación de reclamos a través de medios presenciales y 
no presenciales, para lo cual previamente ha realizado un análisis de la problemática 
de las empresas prestadoras.  
 

NO TODOS PRESTADORES DE LOS SERVICIOS DE SANEAMIENTO ESTÁN EN LA 
CAPACIDAD DE IMPLEMENTAR LA GRABACIÓN DE LA LLAMADA EN LOS 
RECLAMOS TELEFÓNICOS, NI LOS CANALES NECESARIOS PARA LA 
PRESENTACIÓN DE ESTOS RECLAMOS POR MEDIOS ELECTRÓNICOS.  

 

4.2.30. La justificación contenida en la exposición de motivos del Proyecto de Ley se señala 

lo siguiente: “Aquí claramente existe una circunstancia de ASIMETRÍA DE 

NEGOCIACIÓN, puesto que el consumidor no puede elegir entre opciones de servicio 

por el Oligopolio existente en este tipo de servicios; por eso es que el estado no ha 

creado un organismo regulador para la venta de papas, pero sí para determinados 

servicios, porque considera que en esos mercados NO HAY COMPETENCIA 

PERFECTA.  

 

Por eso se plantea esta norma, orientada a perfeccionar el mercado, y mejorar el 

servicio al ciudadano, puesto que, si su servicio virtual es muy bueno, no tendrá 

necesidad de instalar muchos puntos físicos pues nadie los necesitaría. La idea es 

que el mejor distribuidor de la economía siempre es el mercado y que el Estado 

intervenga solamente en el caso de identificación de asimetrías por monopolios u 

oligopolios. El Estado no ha esperado, por ejemplo, que el mercado de los transportes 

se destruya para que exista OSITRAN”. 

 

4.2.31. Al respecto, el artículo 15 del TUO de la Ley Marco señala que son prestadores de 
los servicios de saneamiento, los siguientes: (i) las empresas prestadoras de 
servicios de saneamiento, que pueden ser públicas de accionariado estatal, 
públicas de accionariado municipal, privadas o mixtas; (ii) Unidades de Gestión 
Municipal (UGM); (iii) operadores especializados (OE); y, (iv) organizaciones 
comunales (OC). 

 
4.2.32. Estos prestadores intervienen en tres ámbitos que tienen realidades totalmente 

distintas, conforme se detalla a continuación: 
 

a) Las empresas prestadoras operan en localidades que cuentan con más de 
15 mil habitantes. 

b) En el ámbito de las pequeñas ciudades, esto es, centros poblados que 
cuenten con 2001 a 15 mil habitantes, los servicios de saneamiento son 
brindados directamente por las unidades de gestión municipal (UGM) o por 
operadores especializados. 

c) En el ámbito rural, esto es, localidades de hasta 2 mil habitantes los servicios 
de saneamiento son brindados por UGM rurales o por OC. 
 

4.2.33. Con relación al ámbito de las empresas prestadoras, el Reglamento de Reclamos ya 
contempla los supuestos en los que es exigible que los prestadores de servicios 
efectúen la grabación de la llamada e implementen la presentación de reclamos a 
través de la página web, siendo este aspecto de competencia de la Sunass, por lo 
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que no corresponde que sea regulado a través de una norma emitida por el Congreso 
de la República. 
 

4.2.34. Asimismo, es importante recordar que la estructura del mercado de los servicios de 
saneamiento es la de un monopolio natural regulado y que los costos en los que 
incurren los prestadores de servicios guardan una correspondencia directa con lo 
recaudado por la prestación de servicios de saneamiento, además, que el monto de 
la recaudación depende directamente del valor de la tarifa o de la cuota familiar y de 
la cantidad de usuarios administrados por el prestador de servicios. Siendo este el 
escenario que enmarca la condición de equilibrio económico financiero de los 
prestadores. 
 

4.2.35. Por su parte, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo IV del Título Preliminar de la 
Ley Marco, es objetivo de la política pública del sector saneamiento el incrementar 
la cobertura, calidad y sostenibilidad de los servicios de saneamiento para alcanzar 
el acceso universal, priorizando a la población de escasos recursos. En este sentido, 
para lograr dicho objetivo se prevé como mecanismo la regulación económica, que 
comprende la determinación de la estructura tarifaria y la implementación de un 
esquema de subsidios, bajo las condiciones de nivel socioeconómico y capacidad 
de pago del usuario. 
 

4.2.36. Así también, conforme a los literales b) y c) del párrafo 3.1 del artículo 3 de la LMOR 
la función reguladora consiste en la facultad de fijar las tarifas de los servicios bajo 
su ámbito. Adicionalmente, el artículo 68 del TUO de la Ley Marco establece que la 
regulación económica de los servicios de saneamiento es competencia exclusiva y 
excluyente de la Sunass a nivel nacional, se ejerce de acuerdo con los establecido 
en la mencionada norma y la normativa que emita el organismo regulador.  

 
4.2.37. En tal sentido, en el ámbito urbano, la Sunass aprueba una estructura tarifaria que 

permite la eficiencia económica y viabilidad financiera de la empresa prestadora y 
contribuye a la aplicación de los principios de equidad, transparencia y simplicidad, 
y al acceso de los servicios de saneamiento. En las pequeñas ciudades, la regulación 
contempla la determinación de bandas tarifarias en función a los costos operativos 
y a la capacidad de pago de los usuarios, y en el ámbito rural, la metodología 
aprobada por la Sunass permite cubrir los costos de la prestación de los servicios de 
saneamiento. 
 

4.2.38. De lo expuesto, se requiere entonces de una adecuada evaluación de sensibilidad 
del equilibrio económico financiero para determinar la factibilidad de implementación 
de la propuesta por parte de los prestadores de servicio. 
 

4.2.39. Ahora bien, la implementación sostenible de la propuesta implica que el prestador 

realice gastos fijos y variables, siendo estos los relacionados con el diseño, 

desarrollo e implementación de sistemas que permitan la interconexión a tiempo real 

con interfaz amigable, la validación de archivos y grabación de llamadas, el 

almacenamiento y procesamiento de información, además de realizar gastos de 

operación para la gestión y administración de estos procesos y gastos de 

mantenimiento para verificar el óptimo funcionamiento de todos estos componentes. 
 

4.2.40. Para fines prácticos, en el marco de la elaboración de un nuevo reglamento de 

reclamos en el ámbito de las empresas prestadoras, se estimó que solo las 

empresas prestadoras con más de quince mil conexiones domiciliarias están en la 
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capacidad de implementar, de manera sostenible, los medios de presentación 

remota vinculados al procedimiento de atención de reclamos. 
 

4.2.41. Esta situación es aún más crítica en el ámbito rural, donde las aproximadamente 25 

mil OC a nivel nacional, conformadas por miembros de la propia comunidad que se 

organizan con la finalidad de prestar los servicios ad honorem, de manera paralela, 

a sus actividades económicas habituales. En este ámbito además se estima que las 

OC administran en promedio entre 60 y 160 viviendas con conexión domiciliaria de 

agua potable, siendo que, aproximadamente, la cuota familiar mensual promedio se 

cobra en el 70% de OC y asciende a S/ 3.10 (Plan Nacional de Saneamiento 2022-

2026), debido a las condiciones de la capacidad de pago en estas comunidades. 

 

4.2.42. De manera que, establecer una obligación de implementación para todos los 

prestadores como propuesta del Proyecto de Ley afectaría negativamente a los 

usuarios de los prestadores que no se encuentren con la capacidad de cubrir tales 

costos, toda vez que implicaría un incremento en las tarifas o cuota familiar, a niveles 

que no se correspondan con la capacidad de pago de los usuarios. 

 

4.3. Por las razones expuestas, el Proyecto de Ley no resulta viable. 

 
V. CONCLUSIONES 

  
El Proyecto de Ley no resulta viable por las siguientes consideraciones: 
 
a) Se pretende regular aspectos relacionados con la presentación de reclamos de 

usuarios de los servicios de saneamiento, además de las obligaciones de los 
prestadores de dichos servicios, en clara contravención de la normativa vigente que 
atribuye de manera expresa la función normativa a la Sunass. 
 

b) No considera la realidad de los prestadores de servicios de saneamiento, al no estar 
todos en la capacidad de realizar la grabación de la llamada en los reclamos 
presentados por teléfono ni de implementar los canales para la presentación de 
estos por medio electrónico. 
  

c) La implementación de las obligaciones propuestas implicaría incrementos en las 
tarifas por la prestación de los servicios de saneamiento, lo cual representa un 
impacto negativo en los usuarios que no cuentan con la capacidad de pago. 
 

 
Atentamente, 

                                                                                                                                                                                                                  
<Firmado digitalmente>                                           <Firmado digitalmente> 

Mauro GUTIÉRREZ MARTÍNEZ 
Director de Dirección Políticas y Normas  

 
Héctor FERRER TAFUR 

Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica 
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